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Este tema en otras materias
Balance

B2.7. Personas privadas de libertad
Esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz ha venido desarrollando una amplia y dilatada labor de atención 
hacia escenarios donde se producen medidas de retención o privación de libertad. Así, en los sucesivos informes que 
hemos trasladados al Parlamento Andaluz, se ha recogido el trabajo continuado en favor de los derechos y libertades 
que asisten a estas personas. 

Según las estadísticas publicadas por el Consejo General Judicial, en diciembre de 2023 se encontraban privadas de 
libertad en nuestra región 12.551 personas, siendo por tanto la Comunidad Autónoma Andaluza la que tiene la mayor 
población reclusa en nuestro país, contando con catorce centros penitenciarios, siete centros de inserción social (CIS) y 
un Hospital Psiquiátrico. 

En la gestión penitenciaria concurren acciones y políticas en las que interviene la gestión de la Administración General 
del Estado, a través de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias (SGIP) y la propia Junta de Andalucía, res-
ponsable del ejercicio de competencias tan sensibles a la actividad diaria de la vida en cada una de las personas que se 
encuentran en prisión. 

Teniendo en cuenta el ámbito competencial para abordar el tratamiento de las personas privadas de libertad, conside-
ramos de suma importancia la coordinación entre las administraciones responsables de la implementación de las 
distintas políticas públicas que redunden en quienes se encuentran en prisión y han de prepararse para reinsertarse 
en la sociedad. También hemos podido constatar la relevancia del Tercer Sector, que comprometido con mejorar las 
condiciones de vida y la defensa de los derechos de estas personas, prestan sus servicios en los distintos establecimientos 
penitenciarios a través de la financiación pública de las distintas administraciones. 

B4.1. El desafío de conseguir el acceso a una justicia más 
rápida, ágil y eficaz 

En cuanto a la percepción por parte de la ciudadanía de una prestación de servicios con eficacia, celeridad y calidad, 
escasos han sido los avances en cuanto a un acceso a una justicia más rápida, ágil y eficaz. La tendencia continúa 
suponiendo un aumento en la judicialización de los conflictos, y una sobreutilización de los procesos judiciales, que 
desembocan en una situación de saturación y colapso de los Juzgados y Tribunales.

Con el Real Decreto-ley 6/2023 se aprobaron medidas que contenían la Ley de Eficiencia Procesal y la Ley de Eficiencia 
Digital, quedando aún pendientes las medidas que contemplaba la Ley de Eficiencia Organizativa, y que en fase de 
elaboración del presente Informe -ya a comienzo de 2025- ha quedado solventada con la publicación de la Ley Orgánica 
1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia.

La aprobación de dicha norma va a suponer una reordenación de la planta judicial de gran calado y envergadura, con 
la supresión de los juzgados unipersonales sustituidos por los Tribunales de Instancia, la creación de las Oficinas Muni-
cipales de Justicia, así como potencia en algunos supuestos la obligación de acudir a los medios adecuados de solución 
de controversias en vía no jurisdiccional (MASC).

Desde la perspectiva de nuestro ámbito competencial consideramos necesario perfeccionar la gestión de los medios 
personales y materiales, que vengan a contribuir a una transformación de la Administración de Justicia, y a un cambio 
radical en la percepción de la misma por parte de la ciudadanía.

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Estadistica-por-temas/Datos-penales--civiles-y-laborales/Cumplimiento-de-penas/Estadistica-de-la-Poblacion-Reclusa/
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2023/informe/balance-del-defensor.php%23CapB234
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B5.3. Compromiso del Defensor con el impulso a Seis 
Causas

...

6ª causa: Defensa de la memoria democrática y los derechos humanos como sustento de 
una sociedad democrática libre

Una sociedad que ni conoce ni aborda con justicia su pasado no puede ser una sociedad justa. El conocimiento de lo 
que ha sucedido en épocas anteriores y la condena a quienes propiciaron y se aprovecharon de la barbarie no devolverá 
a la vida a las víctimas ni consolará a sus familiares, pero sí las dignifica. 

Encontrar los cuerpos desaparecidos en las cunetas y en las fosas comunes va a aliviar muy pocos a los supervivientes, 
pero sí nos va a devolver la sensación de justicia y de paz. Una democracia no pude cometer el error de conocer su 
historia, libre de manipulaciones. 

Este último compromiso del Defensor del Pueblo andaluz incide en la recuperación de la memoria, entendida como 
la búsqueda de la verdad y la reparación de las víctimas en su dignidad, para construir los cimientos de una sociedad 
democrática justa en la que estos acontecimientos no se puedan volver a repetir.

...

1. Personas mayores por derecho propio

1.2. Mayormente dignos: objetivando valores sociales
La Ley 6/1999, de 7 de julio, de Atención y Protección a las Personas Mayores de Andalucía, regula su protección jurídica 
(Título V), refiriéndose a la investigación a que han de dar lugar las denuncias formuladas ante las administraciones 
públicas sobre la desasistencia en que pueda hallarse una persona mayor, con la adopción de las medidas adecuadas 
para su cese; imponiendo la obligación de poner inmediatamente en conocimiento del Ministerio Fiscal las situacio-
nes de maltrato sobre personas mayores detectadas por cualesquiera órganos de las administraciones públicas, así 
como las que detecten los profesionales, familiares, amigos, vecinos o instituciones; regulando la comunicación de las 
situaciones de expoliación del patrimonio de una persona mayor; y preceptuando el traslado al Ministerio Fiscal del 
comportamiento del tutor o curador, perjudicial a los intereses de la persona mayor.

Complementariamente, el Decreto 23/2004, de 3 de febrero, regula la Protección Jurídica a las personas mayores.

...

2.1.3. Infancia y adolescencia

2.1.3.1. Introducción
...

La desigualdad por razón de ingresos, sexo, edad, discapacidad, orientación sexual, raza, clase, etnia, religión, así 
como la desigualdad de oportunidades, sigue persistiendo en todo el mundo. La desigualdad amenaza el desarrollo 
social y económico a largo plazo, frena la reducción de la pobreza y destruye el sentido de realización y autoestima de las 
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